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EXP. N.º 05576-2006-PC/TC 
PJURA 
VILMA ESTELA SAAVEDRA GONZALES 

RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

Lima, 11 de agosto de 2006 

VISTO 

Recurso de agravio constitucional interpuesto por doña Vilma Estela Saavedra 
Gonzales contra la sentencia de la Segunda Sala Especializada en lo Civil de la Corte 
Superior de Justicia de Piura, de fojas 124, su fecha 8 de mayo de 2006, que declaró 
improcedente la demanda de cwnplimiento, en los seguidos contra la Municipalidad 
Provincial de Morropón; y, 

ATENDIENDO A 

Que la parte demandante pretende que la emplazada cumpla con lo dispuesto en la Ley 
N. º 27803 y su reglamento el Decreto Supremo N. 0 014-2002-TR, en atención a que se 
encuentra incluida en el último listado de ex - trabajadores cesados irregularmente, 
aprobado por la Resolución Ministerial N. 0 034-2004-TR; en consecuencia, solicita que 
se ordene su reincorporación a su puesto de trabajo de servidora auxiliar. 

Qu~ este Colegiado, en la STC N.º 0168-2005-PC/TC, publicada en el diario oficial El 
ruano el 29 de setiembre de 2005, en el marco de su función de ordenación que le es 

"' inl)krente y en la búsqueda del perfeccionamiento del proceso de cumplimiento ha 
pyécisado, con carácter vinculante, los requisitos mínimos comunes que debe contar el 

f 
anda to contenido en una nom1a legal para que sea exigible a través del presente 

roceso constitucional. 

3. Qu~ en el fundamento 14 de la sentencia precitada, que constituye precedente 
vinculante, conforme a lo señalado por el artículo VII del Título Preliminar del Código 
Procesal Constitucional, este Tribunal ha señalado que para que mediante un proceso de 
la naturaleza que ahora toca resolver - que, como se sabe, carece de estación probatoria 
-, se pueda expedir un sentencia estimatoria, es preciso que el mandato previsto en la 
ley o en un acto administrativo tenga determinados requisitos. Entre los que se 
encuentran, que debe: a) Ser un mandato vigente; b) Ser un mandato cierto y claro, es 
decir, debe inferirse indubitablemente de la norma legal ; c) No estar sujeto a 
controversia compleja ni a interpretaciones dispares; d) Ser de ineludible y obligatorio 
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cumplimiento; y, e) Ser incondicional; excepcionalmente, podrá tratarse de un mandato 
condicional , siempre y cuando su satisfacción no sea compleja y no requiera de 
actuación probatoria. 

4. Que advirtiéndose en el presente caso . que las normas cuyo cumplimiento se solicita 
no contienen un mandato incondicional, puesto que como lo señala el Decreto Supremo 
N.º 014-2002-TR, que aprueba el reglamento de la Ley N.º 27803 ; los ex - trabajadores 
podrán ser reincorporados al puesto de trabajo del que fueron cesados en Ja medida que 
existan las correspondientes plazas vacantes y presupuestadas; agregando que los ex -
trabajadores que no alcanzaren plaza vacante podrán ser reubicados en otras plazas 
vacantes del sector público, por lo que al no reunir la presente demanda de 
cumplimiento los requisitos mínimos establecidos en la sentencia antes citada, ésta debe 
ser desestimada. 

Por estos considerandos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere Ja 
Constitución Política del Perú, 

RESUELVE 

1. Declarar IMPROCEDENTE la demanda de cumplimiento, dejando a salvo el derecho 
de la recurrente, para que lo haga valer en la instancia administrativa que corresponda, 
si lo considera conveniente a su interés, de configurarse alguno de los supuestos 
señalados en el fundamento 4 de la presente. 

2. Ordenar la remisión del expediente al juzgado de origen, para que proceda conforme lo 
dispone el fundamento 28 de la STC N. º 0168-2005-PC. 

Publíquese y notifiquese. 

SS. 

GONZALES OJEDA 
VERGARA GOTE 
LANDA ARROYO 
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EXP. N.º 5577-2006-PA!fC 
LA LIBERTAD 
INSTITUTO SUPERIOR PEDAGÓGICO 
PRIVADO CIMA 

RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

Lima, 15 de agosto de 2006 

VISTO 

El recurso de agravio constitucional interpuesto por Instituto Superior Pedagógico 
Privado Cima contra la sentencia de la Tercera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia 
de la Libertad, de fojas 345, su fecha 30 de marzo de 2006, que declaró improcedente la 
demanda de autos; y, 

ATENDIENDO A 

1. Que, con fecha 5 de abril de 2005, don Alonso Lozano Flores, director del Instituto 
Superior Pedagógico Privado Cima, interpone demanda de amparo contra el Ministerio 
de Educación y la Dirección Regional de Educación de La Libertad, solicitando que se 
declare inaplicable a su persona el Decreto Supremo N.º 016-2003-ED, en el extremo 
que dispone la cancelación de su licencia de funcionamiento, por considerar que lesiona 
los derechos a la libertad de trabajo, de propiedad y a la libertad de enseñanza. Afirma 
que el Decreto Supremo N. º 06-95-ED reconoce y autoriza su funcionamiento y que, 
pese a haber cumplido los requisitos para obtener autorización y haber presentado su 
solicitud en el tiempo debido, los demandados se niegan a dar la respectiva autorización 
de metas de ingresantes y la reinscripción. 

2. Que, de conformidad con el art. 5, inc. 2, del Código Procesal Constitucional, los 
procesos constitucionales son improcedentes cuando "Existan vías procedimentales 
específicas, igualmente satisfactorias, para la protección del derecho constitucional 
amenazado o vulnerado, ( ... )". Este Colegiado ha interpretado esta disposición en el 
sentido de que el proceso de amparo "ha sido concebido para atender requerimientos de 
urgencia que tienen que ver con la afectación de derechos directamente comprendidos 
dentro de la calificación de fundamentales por la Constitución Política del Perú. Por 
ello, si hay una vía efectiva para el tratamiento de la temática propuesta por el 
demandante, esta no es la excepcional del Amparo que, como se dijo, constituye un 
mecanismo extraordinario". (Exp. N.º 4196-2004-AA!fC, Fundamento 6). 
Recientemente, ha sostenido que "solo en los casos en que tales vías ordinarias no sean 
idóneas, satisfactorias o eficaces para la cautela del derecho, o por la necesidad de 
protección urgente, o en situaciones especiales que han de ser analizadas, caso por 
caso, por los jueces, será posible acudir a la vía extraordinaria del amparo, ( ... )" (Exp. 
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N.º 0206-2005-PA!fC, Fundamento 6). En consecuencia, si el demandante dispone de 
un proceso cuyas finalidad también es la proteger el derecho constitucional 
presuntamente lesionado debe acudir a dicho proceso. 

3. Que, en el presente caso, el acto presuntamente lesivo está constituido por el acto 
administrativo contenido en el Decreto Supremo N.º 016-2003-ED, y puede ser 
cuestionado a través del proceso contencioso-administrativo establecido en la Ley N.º 
27584. Dicho procedimiento constituye una "vía procedimental específica" y, a la vez, 
una vía "igualmente satisfactoria", como el "mecanismo extraordinario" del amparo 
(Exp. N. º 4196-2004-AA!fC, Fundamento 6). En consecuencia, la controversia 
planteada debe ser dilucidada a través del proceso contencioso-administrativo y . no a 
través del proceso de amparo. 

4. Que, en los supuestos como el de autos, donde se estima improcedente la demanda de 
amparo por existir una vía especifica igualmente satisfactoria, el Tribunal tiene 
establecido en su jurisprudencia (Exp. N.º 2802-2005-PA!fC, Fundamentos 16 y 17) 
que el expediente debe ser devuelto al juzgado de origen para que lo admita como 
proceso contencioso-administrativo, de ser él mismo el órgano jurisdiccional 
competente, o remitirse al competente para su correspondiente conocimiento. Una vez 
avocado el proceso, el juez deberá observar, mutatis mutandi, las reglas procesales para 
la etapa postulatoria establecidas en los Fundamentos N.ºs 53 a 58 de la Sentencia de 
este Tribunal recaída en el Exp. N.º 1417-2005-PA!fC, publicada en El Peruano el 12 
de julio de 2005. 

Por estas consideraciones, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la 
Constitución Política del Perú 

RESUELVE 

1. Declarar IMPROCEDENTE la demanda de amparo. 

2. Ordenar la remisión del expediente al juzgado de origen, para que proceda conforme lo 
disponen los considerandos 4 y 5, supra. 

Publíquese y notifíqu 

SS. 

AL V A ORLANDINI 
BARDELLI LARTln.-.+T''°"""1rT' 
LANDA ARROYO 

~ 
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